TEMA 3

FUENTES MATERIALES DEL DERECHO TRIBUTARIO ESPAÑOL. POTESTAD DEL ESTADO PARA ESTABLECER TRIBUTOS: DELEGACIONES Y AUTORIZACIONES LEGISLATIVAS. CAPACIDAD IMPOSITIVA DE LAS CORPORACIONES LOCALES Y DE OTROS ENTES PÚBLICOS. CAPACIDAD REGLAMENTARIA EN MATERIA TRIBUTARIA.

I.
FUENTES MATERIALES DEL DERECHO TRIBUTARIO ESPAÑOL.

Se distingue entre fuentes materiales del Derecho tributario, es decir, la determinación de los entes públicos con potestad para dictar normas en materia fiscal, y fuentes en sentido formal o los modos de manifestarse externamente el derecho positivo.

En cuanto a las fuentes materiales, resulta esencial el art 133 CE en cuya virtud:

La potestad originaria para establecer los tributos corresponde exclusivamente al Estado, mediante ley. 

Las CCAA y las Corporaciones locales podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo con la Constitución y las leyes.

En base a este precepto, suele distinguirse entre poder financiero del Estado, que es originario, y de las CCAA y Entidades Locales, de carácter derivado.

Si bien el Estado goza de poder financiero originario, su ejercicio queda sujeto a límites de carácter constitucional, recogidos básicamente en los arts 9.3, 31 y 133 CE.

El art 9 señala que  “la Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos”.

El art. 31 CE señala que “ Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica, mediante un sistema tributario justo, inspirado en los principios de igualdad y progresividad, que, en ningún caso, tendrá carácter confiscatorio”. 

Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

El poder tributario de las CCAAs se regula básicamente en:

· Determinados artículos de la CE, entre los que pueden destacarse los arts 2, 137, 138, 150, 154, 156, 157 y 158

· La Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas.

· La Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiación de las CCAAs de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía.

· Las Leyes particulares de cesión, que son las Leyes 17/2002 a 31/2002, de régimen de cesión de tributos del Estado a la CCAA de Cataluña, Galicia, Andalucía, Asturias, Cantabria, Rioja, Murcia, Valencia, Aragón, Castilla-Lamancha, Canarias, Extremadura, Baleares, Madrid y Castilla-León.

El art 2 de la Ley 8/1980 señala que la actividad financiera de las CCAA se ejercerá respetando los siguientes principios:

a) El sistema de ingresos de las Comunidades Autónomas deberá establecerse de forma que no pueda implicar privilegios económicos o sociales ni barreras fiscales.


b) La garantía del equilibrio económico corresponde al Estado.


b) [***/1] La garantía del equilibrio económico, a través de la política económica general, de acuerdo con lo establecido en los artículos 40.1, 131 y 138 de la Constitución, corresponde al Estado, que es el encargado de adoptar las medidas oportunas tendentes a conseguir la estabilidad económica interna y externa, así como el desarrollo armónico entre las diversas partes del territorio español.


c) La solidaridad entre las diversas nacionalidades y regiones.


d) La suficiencia de recursos para el ejercicio de las competencias propias de las CCAA.


e) La lealtad institucional.
La normativa básica tributaria en materia local está constituida por:

· Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, que aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales.

· La Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local.

El ejercicio de la potestad tributaria local se lleva a cabo mediante Ordenanza fiscal.

II.
POTESTAD DEL ESTADO PARA ESTABLECER TRIBUTOS: DELEGACIONES Y AUTORIZACIONES LEGISLATIVAS.

Según el art 86 CE “en caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas provisionales que tomarán la forma de Decretos-Leyes y que no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen de las Comunidades Autónomas, ni al Derecho electoral general.
Si bien el título I de la CE recoge el deber que todos tienen de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante el pago de tributos (art 31), entiende el TC que el Decreto Ley no queda prohibido en materia tributaria.

En Sentencia 4-02-83 señala que la CE reserva a la Ley únicamente el establecimiento de los tributos, tipificando el hecho imponible y estableciendo las reglas básicas con arreglo a las cuales determinar su cuantía, de modo que el Decreto Ley puede regular el resto de la materia tributaria.

Los Decretos-Leyes son frecuentes en materia tributaria:

· DLey 6/2003, por el que se adoptan medidas urgentes para reparar los daños producidos por los incendios que afectaron a Extremadura en agosto de 2003.

· DLey 5/2003, por el que se adoptan medidas urgentes para reparar los daños producidos por las inundaciones y granizo en Teruel.

· DLey 2/2003, de medidas de reforma económica.

· DLey 1/2003, por el que se adoptan medidas urgentes para reparar los daños producidos por las inundaciones producidas por el desbordamiento del río Ebro.

· DLey 7 y 8/2002, sobre medidas reparadoras en relación con el accidente del buque Prestige.

El TC en Sentencia 11/2002 y 137/2003 ha señalado que en la apreciación de la situación de extraordinaria y urgente necesidad ha de concederse un peso decisivo al criterio político de los órganos del Gobierno. 

Ahora bien, el TC podrá, en supuestos de uso abusivo o arbitrario, rechazar la definición de una situación como de necesidad extraordinaria y urgente y, en consecuencia, declarar la inconstitucionalidad de un decreto-ley por inexistencia del presupuesto habilitante.

El TC no estimó contraria al art. 86.1 CE la apreciación de la urgencia hecha por el Gobierno en  casos de:

· modificaciones tributarias que afectaban a las haciendas locales (STC 6/1983, de 4 Feb.), 

· de situación de riesgo de desestabilización del orden financiero (STC 111/1983, de 2 Dic.),

· de adopción de planes de reconversión industrial (STC 29/1986, de 20 Feb.), 

· de medidas de reforma administrativa adoptadas tras la llegada al poder de un nuevo Gobierno (STC 60/1986, de 20 May.), 

· de modificaciones normativas en relación con la concesión de autorizaciones para instalación o traslado de empresas (STC 23/1993, de 21 Ene.),

· o de medidas tributarias de saneamiento del déficit público (STC 182/1997, de 28 Oct.). 
En cuanto al Decreto Legislativo, el art 82 CE señala que:

Las Cortes Generales podrán, delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley sobre materias determinadas no propias de Ley orgánica. 

La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su objeto sea la formación de textos articulados o por una ley ordinaria cuando se trate de refundir varios textos legales en uno solo. 

Los Decretos Legislativos están sujetos a los siguientes límites:

· la delegación debe ser expresa, para materia concreta, y con fijación de los criterios a seguir.

· Está sujeta a plazo temporal.

· El Gobierno no puede subdelegar.

· No pueden delegarse materias reservadas a Ley orgánica.

· Los tribunales pueden fiscalizar la observancia por la Administración de los mandatos de la Ley de delegación.

Los Decretos Legislativos son frecuentes en el ámbito tributario:

· Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, que aprueba el texto refundido de la Ley de HL.

· Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, que aprueba el texto refundido del IRPF

· Decreto Legislativo 4/2004, del IS

· Decreto Legislativo 5/2004, del IRNR

· Decreto Legislativo 1/1993, del ITPyAJD.

III.
CAPACIDAD IMPOSITIVA DE LAS CORPORACIONES LOCALES Y DE OTROS ENTES PÚBLICOS. 

La CE se refiere a la potestad reglamentaria de los Entes Locales en el art 133.2 : Las CCAA y las Corporaciones locales podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo con la Constitución y las leyes. 

La nueva LGT (Ley 58/2003) señala entre las fuentes del Derecho tributario las disposiciones reglamentarias dictadas en desarrollo de las leyes, y específicamente en el ámbito tributario local, las correspondientes ordenanzas fiscales. 

La normativa básica tributaria en materia local está constituida por:

· Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, que aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales.

· La Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local.

El art 4 LBRL señala que en su calidad de Administraciones públicas de carácter territorial, y dentro de la esfera de sus competencias, corresponden en todo caso a los municipios, las provincias y las islas: 

a) Las potestades reglamentaria y de autoorganización. 

b) Las potestades tributaria y financiera. 

h) Las prelaciones y demás prerrogativas reconocidas a la Hacienda Pública para la percepción de sus créditos.

Según el art 106 la potestad reglamentaria de las entidades locales en materia tributaria se ejercerá a través de Ordenanzas fiscales reguladoras de sus tributos propios y de Ordenanzas generales de gestión, recaudación e inspección. Las Corporaciones locales podrán emanar disposiciones interpretativas y aclaratorias de las mismas. 

Las Ordenanzas fiscales reguladoras de los tributos locales comenzarán a aplicarse en el momento de su publicación definitiva en el "Boletín Oficial" de la provincia o, en su caso, de la Comunidad Autónoma uniprovincial, salvo que en las mismas se señale otra fecha.

Las Ordenanzas fiscales obligan en el territorio de la respectiva entidad local y se aplican conforme a los principios de residencia efectiva y de territorialidad, según los casos. 

Según el art 111 los acuerdos de establecimiento, supresión y ordenación de tributos locales, así como las modificaciones de las correspondientes Ordenanzas fiscales, serán aprobados, publicados y entrarán en vigor, de acuerdo con lo dispuesto en las normas especiales reguladoras de la Imposición y Ordenación de tributos locales.

Por su parte, la Ley de Haciendas Locales,  hoy regulada en el Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, que aprueba el texto refundido señala en el art 16 que:

Las Ordenanzas fiscales contendrán, al menos: 

a) La determinación del hecho imponible, sujeto pasivo, responsables, exenciones, reducciones y bonificaciones, base imponible y liquidable, tipo de gravamen o cuota tributaria, período impositivo y devengo. 

b) Los regímenes de declaración y de ingreso. 

c) Las fechas de su aprobación y del comienzo de su aplicación. 

La Ley 57/2003, de medidas para la modernización del Gobierno Local introduce importantes modificaciones en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local e introduce dos nuevos títulos referentes a los municipios de gran población y la tipificación de las infracciones y sanciones.

Las cuestiones reguladas son muy diversas y de gran relevancia en el ámbito local. Entre otras, puede destacarse:

- Los municipios de gran población podrán crear un órgano de gestión tributaria, responsable de ejercer como propias las competencias de la Administración tributaria local, y entre otras, la gestión, liquidación, inspección de los tributos municipales, la recaudación en período voluntario y ejecutivo o la tramitación de los expedientes sancionadores.

- Se crea un órgano local especializado en el conocimiento y resolución de las reclamaciones económico-administrativas (contra actos de gestión e inspección de los tributos locales). Subsiste el recurso de reposición con carácter potestativo y previo a este nuevo recurso.

En cualquier caso, la potestad reglamentaria de los Entes Locales en materia tributaria queda cubierta por el principio de reserva de Ley, de modo que la creación del tributo y la determinación de sus elementos esenciales no pueden dejarse al ámbito de la regulación mediante Ordenanza.

El TC en Sentencia 19-12-85 ha señalado que la Ley no puede autorizar a los Ayuntamientos para el establecimiento de un recargo sobre la cuota del IRPF, en la medida en que dicha Ley no establezca el límite mínimo y máximo de recargo o el criterio al que éste debe ajustarse.

IV.
CAPACIDAD REGLAMENTARIA EN MATERIA TRIBUTARIA.

Señalan el 97 CE que corresponde al Gobierno el ejercicio de la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes. 

Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican. 

La LGT (Ley 58/2003) señala en el art 7 como fuente del ordenamiento tributario las disposiciones reglamentarias dictadas en desarrollo de las leyes. 

Las Leyes reguladoras de los Impuestos se desarrollan a través de su Reglamento aprobado mediante Real Decreto. 

· El Decreto Legislativo 3/2004, del IRPF se desarrolla mediante el R. Decreto 1775/2004.

· El Decreto Legislativo 4/2004, del IS se desarrolla mediante el R. Decreto 1777/2004.

· El Decreto Legislativo 5/2004, del IRNR se desarrolla mediante el R. Decreto 1776/2004.

· La Ley 37/1992 del IVA se desarrolla a través del R. Decreto 1624/1992.

También la LGT se desarrolla mediante Real Decreto. 

· El Real Decreto 939/1986 que aprueba el Reglamento General de la Inspección de los tributos 

· El R. Decreto 1684/1990 que aprueba el Reglamento General de Recaudación.

· El R. Decreto 391/1996, que aprueba el Regl. de Procedimiento en las reclamaciones E-A.

· El R. Decreto 1163/1990, que aprueba el procedimiento para la realización de devoluciones de ingresos indebidos.

· El R. Decreto 2063/2004, de 15 de octubre, sobre régimen sancionador tributario.

Según el art. 7 LGT en el ámbito de competencias del Estado, corresponde al Ministro de Hacienda dictar disposiciones de desarrollo en materia tributaria, que revestirán la forma de Orden Ministerial, cuando así lo disponga expresamente la ley o reglamento objeto de desarrollo. 

Dicha orden ministerial podrá desarrollar directamente una norma con rango de ley cuando así lo establezca expresamente la propia ley.

Las Ordenes Ministeriales son muy frecuentes en materia fiscal. Entre otras, pueden destacarse:

- la Orden 3902/2004, de 29 de noviembre, por la que se desarrolla para el año 2005 el régimen de estimación objetiva en el IRPF y el régimen simplificado del IVA.

- la Orden 4286/2004, de 20 de diciembre, sobre precios medios de venta aplicables a la gestión del ITPyAJD, ISD e IEDMT.

- la Orden 661/2003, de 24 de marzo, que aprueba el modelo de autoliquidación de la tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional en los órdenes civil y contencioso-administrativo.
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